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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio veinticinco de dos mil dieciséis
Expediente: 66001-22-13-000-2016-00673-00
Acta N° 349 de julio 25 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Risaralda, el Ministerio Público y COMFAMILIAR, sede Santa Rosa de Cabal.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local,  por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide, además que se ordene a la funcionaria accionada “ADMITIR y tramitar de manera INMEDIATA SIN DILACION ALGUNA, mi alzada dentro de mi ACCION POPULAR (sic) … se escanee copia de mi tutela y del fallo a mi correo electrónico…”
  



Dijo en su escrito que presentó acción popular que quedó radicada al número de radicación “2015-74” y el juzgado pretende exigir copias de toda la actuación con el fin de conceder su alzada; manifestó que no tiene vínculo laboral, lo que le imposibilita costear las mismas; la operadora judicial se negó a otorgar la impugnación por no contar con el dinero para ello, olvidando que la acción popular es de raigambre constitucional y de impulso oficioso, en la que prima el derecho sustancial sobre el proceso y no existe vacío jurídico o laguna axiológica en la Ley 472 de 1998; que ya le han concedido apelaciones sin solicitar copias.
Se dispuso dar trámite a la petición frente al juzgado con la vinculación de la Defensoría del Pueblo, el agente del Ministerio Público y COMFAMILIAR, sede Santa Rosa de Cabal; se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa y se le pidió al despacho judicial demandado la remisión de copias de las diligencias relacionadas con el tema cuestionado. Así lo hizo en dos fracciones (f. 8 a 20 y 26 y 27) e indicó que frente al auto del 25 de mayo, por medio del cual se declaró la desierto el recurso de apelación contra la sentencia y se dispuso el archivo del expediente se presentaron recursos, a los que con auto del 7 de junio siguiente, se resolvió no darles trámite por improcedentes y dilatorios, decisión que quedó ejecutoriada sin que se hubiere interpuesto recurso alguno.
La Procuradora Judicial Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. 

  



CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que se le exigiera la carga procesal de pago de expensas para surtir el recurso de apelación que interpuso contra la sentencia proferida dentro de la acción popular de que da cuenta esta demanda.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Se tiene aquí, según se desprende de las copias enviadas, que el despacho accionado profirió sentencia el 3 de mayo del presente año en la acción popular citada, en la que accedió parcialmente a las pretensiones; contra esa resolución, el actor popular presentó recurso de apelación (f. 13 y 14), el que, contrario a lo dicho en la demanda de tutela sí fue concedido con auto del 12 de mayo siguiente, solo que, como el mismo  libelista lo indica, y bajo la aplicación que consagra el artículo 324 del Código General del Proceso, se le exigió el pago de algunas piezas procesales, habida cuenta de que la alzada se concedió en el efecto devolutivo (f. 16 v). Frente a ese proveído no presentó refutación alguna, por medio de los instrumentos jurídicos pertinentes, únicamente solicitó conceder el recurso “y no pida copias” (f. 17 v). Seguidamente, previa constancia secretarial acerca del no pago de las copias pertinentes, con auto del 25 de mayo se declaró desierta la impugnación y se dispuso el archivo del expediente (f. 27); contra este, propuso reposición y el juzgado mediante proveído del 7 de junio se negó a imprimirle trámite por considerarlo improcedente y dilatorio en los términos del artículo 43 del C.G.P. (f. 20), el que adquirió firmeza pasado el término de su ejecutoria, según lo indicó el Juzgado (f. 26), pues no hubo disentimiento.


 

En tal estado de cosas, contaba el accionante con otro mecanismo de defensa judicial dentro de la actuación, que era, como mínimo, recurrir en reposición los autos del 12 de mayo, en el que se le exigieron las copias de las piezas procesales que el despacho estimó conducentes para continuar con la ejecución del fallo mientras se surtía la segunda instancia, y del 7 de junio, por medio del cual se dispuso no dar trámite al elevado contra el que declaró desierta la alzada y ordenó el archivo del expediente. Pero no hizo uso de ese mecanismo, con lo cual olvidó que la acción de tutela es, por su naturaleza misma, subsidiaria o residual, y solo cabe cuando se ha echado mano de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas, lo que en este caso, como viene de verse, no ha acontecido. 

   



Dicho lo cual, es claro que se rompió la regla de la subsidiariedad, señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, si se tiene en cuenta, además, que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a los recursos, se insiste, debidamente motivados, que en su momento pudo interponer.

 



Lo dicho traerá como consecuencia la declaratoria de improcedencia de la demanda frente al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad.




En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales. 
  



Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte, vulneración alguna frente a los derechos invocados.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo reclamado por Javier Elías Arias Idárraga, frente al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad.

Se absuelve a las entidades vinculadas de oficio al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencia C-543-92
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